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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 La Autoridad de Energía Eléctrica apela de la sentencia dictada por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan, que declaró 

con lugar la demanda de cobro de dinero presentada por el señor Rafael 

Carrasquillo Nieves y le ordenó pagarle el bono de Navidad al que tenía 

derecho a la fecha de su jubilación. Al así resolver, concluyó que la Ley 

Núm. 66-2014, infra, que estableció el tope de $600.00 como suma 

máxima a pagarse por ese concepto, no es de aplicación retroactiva a 

este caso, por lo que procedía calcular el monto del bono adeudado a 

base de lo establecido en la Ley Núm. 34 de 12 de junio de 1969, infra, y 

el Manual Administrativo de la agencia.  

 Luego de evaluar los méritos del recurso, considerar la postura de 

ambas partes y examinar minuciosamente el historial y el alcance de la 

legislación aplicable, resolvemos confirmar la sentencia apelada.  

 Veamos los antecedentes fácticos y procesales que sustentan esta 

decisión. 
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I 

 El señor Rafael Carrasquillo reclamó judicialmente a la Autoridad 

de Energía Eléctrica (AEE) el pago de varias partidas, luego de haber 

recibido una liquidación parcial por motivo de su retiro, efectivo el 14 de 

junio de 2014. Específicamente alegó en su demanda que la AEE aún le 

adeudaba el pago de la licencia por enfermedad, de la licencia por 

vacaciones, el bono de Navidad y el tiempo compensatorio acumulado 

por una licencia denominada “Y”. Sobre los primeros reclamos, las partes 

negociaron extrajudicialmente la liquidación final de la licencia de 

vacaciones y la licencia de enfermedad. Solo quedó pendiente ante el 

tribunal la procedencia del pago del bono de Navidad y de la licencia “Y”.  

 Después de varios trámites procesales, el tribunal a quo atendió 

sendas mociones presentadas por las partes, así como sus anejos, y 

resolvió la controversia de forma sumaria. En primer lugar, determinó que 

el señor Carrasquillo ocupaba un puesto de Jefe Administrativo de la 

Central Generatriz, con categoría G-8. Debido a que de las alegaciones o 

de la prueba no surgía que el señor Carrasquillo tuviera derecho al bono 

de Navidad en virtud de algún convenio, concluyó que la controversia se 

regía por la Ley Núm. 34, infra, y la Ley Núm. 66-2014, infra.  

 Luego de analizar la legislación indicada, el foro apelado concluyó 

que, a la fecha de su retiro, el señor Carrasquillo había cumplido con 

todos los requisitos para recibir el bono de Navidad correspondiente al 

año 2014, de conformidad con la Ley Núm. 34 y el Manual Administrativo 

de la AEE. También concluyó que la Ley Núm. 66-2014 tiene efectos 

prospectivos y entró en vigor luego de que el señor Carrasquillo se 

retirara, por lo que no tuvo el alcance de limitar el monto del bono de 

Navidad al que él tenía derecho al amparo de esas disposiciones legales.   

 Inconforme, la AEE apeló de esa sentencia ante este foro 

intermedio y le imputa al Tribunal de Primera Instancia que erró “al 

concluir que el demandante [tiene] derecho a que la Autoridad de Energía 

Eléctrica le pague el bono de Navidad correspondiente a 2014 y al 
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concluir que la Ley 66 de 17 de junio de 2014 no tiene efecto retroactivo, 

pues la ley permite modificar obligaciones económicas que surgieron 

antes de su vigencia.” Es esta la única cuestión jurídica planteada en este 

caso: la retroactividad de la Ley 66 en lo que a esta deuda respecta.  

II 

- A - 

 Con el propósito de fomentar el servicio público y asegurar la 

retención de personal, la Ley Núm. 34 de 12 de junio de 1969, 3 L.P.R.A. 

§ 757 et seq., conocida como Ley del Bono de Navidad, reconoció a los 

funcionarios y empleados de las corporaciones públicas y de los 

municipios del Gobierno de Puerto Rico el derecho a recibir, en el mes de 

diciembre de cada año, un bono anual que recibió la denominación de 

“bono de Navidad”. El Artículo 1 de la citada ley establece los requisitos 

que deben satisfacer los empleados para recibir ese bono: 

Todo funcionario o empleado del Gobierno del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico y de la Asamblea Legislativa, incluyendo 
los de las corporaciones públicas y municipales, que ocupe o 
haya ocupado un cargo, puesto o empleo de carácter regular o 
irregular, tendrá derecho a recibir un bono de Navidad cada año 
en que haya prestado servicios al Gobierno durante por lo menos 
seis (6) meses en el caso de un funcionario o empleado regular, y 
novecientas sesenta (960) horas en el caso de un empleado 
irregular, dentro del período de doce (12) meses comprendidos 
desde el 1ro. de diciembre del año anterior hasta el 30 de 
noviembre del año en que se conceda. Disponiéndose, que en 
ninguno de los dos casos los servicios tienen que haber sido 
prestados en forma consecutiva. El pago se efectuará no más 
tarde del 20 de diciembre de cada año. 
 
Será responsable del pago del bono el organismo en el cual el 
empleado haya prestado servicios al 30 de noviembre del año en 
que el mismo se conceda, o si se ha separado del servicio con 
anterioridad a esa fecha, al organismo en el cual prestaba 
servicios al momento de su separación. […] 
 

3 L.P.R.A. § 757.  
 
 Más adelante, el Artículo 3 establece el cómputo para determinar la 

cuantía a pagarse a cada empleado. Específicamente dispone que, a 

partir de 2003, el bono de Navidad: 

[…] será equivalente al doce punto cinco por ciento (12.5%) del 
sueldo anual del funcionario o empleado. Para efectos de 
determinar el monto del Bono de Navidad se considerará como 
sueldo anual el sueldo total devengado por el funcionario o 
empleado hasta la cantidad de ocho mil (8,000) dólares durante 
los doce (12) meses que anteceden al 1ro. de diciembre del año 
en que se concede el bono. Los servicios por quince (15) días o 
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más durante un mes se considerarán como un mes de servicio. 
[…] 
 

3 L.P.R.A. § 757a. 
 

 El Artículo 5 de la ley aclara que sus disposiciones no son 

aplicables a los funcionarios o empleados a quienes se les haya 

reconocido el derecho al bono de Navidad mediante un convenio 

colectivo. 

Las disposiciones de los Artículos 1 a 7 de esta Ley no se 
aplicarán en aquellos casos donde los funcionarios o empleados 
reciban Bonos de Navidad mediante convenios colectivos 
incluyendo convenios colectivos bajo la Ley Núm. 45 de 14 de 
febrero de 1998, [3 LPRA secs. 1451 et seq.]  según enmendada 
o disposiciones administrativas al efecto, excepto en los casos en 
que el monto del Bono a que tuvieran derecho mediante tales 
convenios o disposiciones administrativas resulte ser menor al 
que se provee mediante los Artículos 1 a 7 de esta Ley, en cuyo 
caso recibirán la cantidad necesaria para completar el Bono de 
Navidad provisto por esta Ley. 

 3 L.P.R.A. § 757d. 
 
 En lo que atañe a este caso, la Sección 130.03 del Manual 

Administrativo de la AEE le reconoce el bono de Navidad a cada 

empleado de carrera y de confianza que al cierre del año fiscal haya 

trabajado por lo menos seis meses: 

La Autoridad otorga un 8% del total del salario devengado por el 
empleado regular hasta un máximo de $60,000 anuales, más el 
4% del exceso de $60,000. Las horas de licencia por enfermedad 
que se liquiden al momento de la jubilación se consideran como 
salario devengado a los fines de computar el Bono de Navidad. 
Esta norma también aplica a los casos de fallecimiento de un 
empleado antes de su jubilación.  

Manual Administrativo de la AEE, Sección 130.03. 

- B - 

La Ley Núm. 66-2014, 3 L.P.R.A. § 9101 et seq., también conocida 

como Ley Especial de Sostenibilidad Fiscal y Operacional del Gobierno 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, según enmendada, fue 

aprobada con el propósito de declarar un estado de emergencia fiscal, 

adoptar un plan para manejar la crisis económica y la degradación del 

crédito del ELA y establecer medidas de control de gastos. Tales medidas 

van dirigidas a garantizar la liquidez del Gobierno de Puerto Rico, el pago 

de la nómina de los empleados públicos y el ofrecimiento de servicios 

esenciales a los ciudadanos. Para ello, la ley reconoce amplias facultades 
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al Estado para establecer normas y restricciones a la concesión de 

aumentos, beneficios económicos o compensaciones extraordinarias. 

Además, dispone que sus medidas tengan primacía sobre cualquier otra 

ley. 3 L.P.R.A. § 9102.  Todo lo anterior es posible por los poderes 

concedidos al Estado por “el Artículo II, Secciones 18-19, y el Artículo VI, 

Secciones 7-8, de nuestra Constitución.” Exposición de Motivos de la Ley 

Núm. 66-2014. 

Al exponer las medidas adoptadas para reducir el gasto de nómina, 

sin tener que despedir empleados, la ley establece un tope de $600.00 en 

el aludido bono de Navidad. Esta medida, según expresa la ley, pretende 

proteger el salario básico de los empleados por encima de los beneficios 

marginales y bonificaciones que no forman parte de él, como lo es el 

bono de Navidad. Id. Sobre el particular el Artículo 11 aclara que: 

(a) Desde y durante la vigencia de esta Ley no se concederán 
aumentos en beneficios económicos ni compensación monetaria 
extraordinaria a los empleados de las Entidades de la Rama 
Ejecutiva […].  

(b) Se considerará como aumento en beneficios económicos lo 
siguiente: […] 

(iv) Aumentos en Bonos de Navidad, Bonos de Verano, 
o cualesquiera otras bonificaciones. […] 

(c) Se considerará como compensación monetaria 
extraordinaria lo siguiente: […] 

(iii) Bono de Navidad en exceso de seiscientos (600) 
dólares. […] 

(f) Las limitaciones establecidas en esta sección aplicarán a todo 
empleado de una entidad de la Rama Ejecutiva, irrespectivo de su 
clasificación como empleado de confianza, empleados regular o 
de carrera, empleado transitorio o irregular; e irrespectivo de su 
función particular dentro de la entidad de la Rama Ejecutiva. 

3 L.P.R.A. §. 9117. (Énfasis nuestro.) 

- C - 

En lo que toca a la cuestión planteada en el recurso, el principio 

general contenido en el Artículo 3 del Código Civil de Puerto Rico dispone 

que “las leyes no tendrán efecto retroactivo, si no dispusieren 

expresamente lo contrario”. 31 L.P.R.A. § 3. Además, establece que en 

ningún caso el efecto retroactivo de una ley perjudicará los derechos 

adquiridos al amparo de una legislación anterior. Id. (Énfasis nuestro.) 
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Ahora bien, al interpretar esta disposición legal, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha resuelto que tal principio constituye una 

regla general de interpretación de estatutos que no debe aplicarse de 

forma rígida o absoluta. Así, “cuando la Legislatura no ha expresado su 

intención en forma expresa dicha regla no debe ser seguida ciegamente 

haciendo caso omiso de los factores que puedan dar luz sobre la 

intención legislativa”. Warner Lambert Co. v. Tribunal Superior, 101 

D.P.R. 378, 385 (1973). Dicho de otro modo, en ausencia de una 

disposición clara sobre la aplicación retroactiva o prospectiva de una ley, 

debe examinarse la voluntad implícita del legislador a los fines de 

determinar cuál es la interpretación más razonable, a la luz del propósito 

por el cual la ley fue aprobada. Id; J.R.T. v. A.E.E., 133 D.P.R. 1, 14 

(1993). 

El tema de la retroactividad de las leyes cobra importancia especial 

cuando se intenta aplicar a derechos adquiridos. Así lo ha reconocido la 

jurisprudencia patria: 

No obstante, aun cuando la ley disponga su efecto retroactivo 
o así surja de la intención legislativa, ésta no podrá afectar 
derechos adquiridos por las partes en virtud de la legislación 
anterior. Así surge del texto del artículo 3 del Código Civil, ya 
citado. Los derechos adquiridos son la "consecuencia de un 
hecho idóneo, al producirlos en virtud de la ley vigente en el 
tiempo en que el hecho ha sido realizado, y que se han 
incorporado al patrimonio de la persona". [J. Suárez Collía, El 
principio de irretroactividad de las normas jurídicas, Madrid, 
Actas, 1991, pág. 53.] Sin embargo, no toda situación jurídica 
acaecida en virtud y en vigencia de la ley anterior es un derecho 
adquirido para propósitos de limitar la retroactividad, expresa o 
tácita, de una ley posterior. [...] 

 *** 

[...] El derecho adquirido, en cambio, es una situación 
consumada, en la que las partes afectadas descansaron en el 
estado de derecho que regía al amparo de la ley anterior. Así, 
los tratadistas distinguen entre la mera expectativa del 
derecho y los derechos adquiridos que ya entraron en el 
patrimonio de los sujetos involucrados. M. Albaladejo, 
Derecho Civil, undécima edición, Barcelona, Editorial Bosch, 
1989, Tomo I, Volumen primero, pág. 204. 

Consejo de Titulares v. Williams Hospitality, 168 D.P.R. 101, 108-110 
(2006).  (Énfasis nuestro.) 
 

Apliquemos estas normas al tema que nos ocupa. 
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III 

 En este caso no hay controversia en cuanto al hecho de que, al 14 

de junio de 2014, fecha en que fue efectivo su retiro, el señor Carrasquillo 

había trabajado por más de seis meses en su puesto regular en la AEE. 

Por ende, antes de la aprobación de la Ley 66-2014, había cumplido con 

todos los requisitos que exigen la Ley 34 y el Manual Administrativo de la 

AEE para recibir el bono de Navidad. En ese momento no podía reclamar 

su pago o liquidación porque la propia Ley 34 y el Manual Administrativo 

fijan la fecha de pago en diciembre de 2014. Pero no hay duda de que ya 

en junio de 2014 se cumplieron los criterios indispensables para requerir 

ese pago, en la cuantía fijada por las normas indicadas, la Ley 34 y el 

Manual Administrativo de la AEE.  

 La AEE nos plantea que el Tribunal de Primera Instancia erró al 

concluir que el apelado tiene derecho a recibir el bono de Navidad al 

amparo de las disposiciones de la Ley 34. Argumenta que la Ley 66-2014 

tiene efectos retroactivos porque permite modificar obligaciones 

económicas anteriores a su vigencia. Insiste en que el principio de 

irretroactividad de las leyes no debe ser aplicado de forma absoluta, ya 

que, en ocasiones las leyes deben ser aplicadas de forma retroactiva, 

aunque no se disponga expresamente, cuando dicho proceder es el más 

razonable a la luz del propósito legislativo.  

 Como ejemplo de lo anterior, la AEE enfatiza en que el Capítulo V 

de la Ley 66-2014, sobre la adopción de planes de pago para las 

sentencias finales y firmes pendientes de saldo, provee que sus 

disposiciones serán aplicables a todas las sentencias finales y firmes que 

a la fecha de la aprobación de la ley se encontraran pendientes de pago, 

excepto a las relacionadas con expropiaciones. Añaden que el segundo 

párrafo del citado artículo permite aumentar el término de los planes de 

pago a razón del monto de la sentencia, obligación o transacción 

pendiente de pago. Así, aunque la AEE reconoce que la Ley 66-2014 

dispone que entraría en vigor luego de su aprobación, insiste en que sus 
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disposiciones relativas a los planes de pago evidencian que el legislador 

tuvo la intención de permitir la modificación de obligaciones contraídas 

antes de que su aprobación.  

La postura de la AEE no nos convence de que debamos revocar el 

dictamen apelado. De un lado, esa regulación específica de los planes de 

pago de sentencias ya dictadas, a nuestro juicio, tiene dos lecturas: la 

primera, que el legislador identificó y limitó los supuestos concretos en los 

que se daría la aplicación retroactiva de la ley; segunda, que hay que 

distinguir entre el derecho a reclamar y obtener íntegramente la obligación 

dineraria adeudada y el modo en que pueda ser ejecutada la sentencia 

que en su día dicte el foro judicial. La Ley 66 no autoriza la rebaja de una 

cuantía devengada por sentencia; regula el modo de su satisfacción final 

por el Estado. Incluso, al ordenar la suspensión o la rebaja de beneficios 

económicos reconocidos a los empleados públicos por legislación o por 

convenios colectivos vigentes, la Ley 66 no se refiere a los beneficios ya 

devengados o sujetos a liquidación. Aunque hay un efecto evidente sobre 

las relaciones laborales presentes, las rebajas y limitaciones de tales 

beneficios se proyectan sobre reclamos futuros, a partir de su entrada en 

vigor. 

De aplicarse retroactivamente la Ley 66-2014 a este caso, para 

imponer el pago de $600.00 como cuantía máxima del bono de Navidad 

de 2014 que sería entregado al señor Carrasquillo, se le estaría privando 

de una cuantía de dinero que ya había devengado cuando entró en vigor 

la Ley 66, en virtud de legislación anterior: la Ley 34 y el Manual 

Administrativo de la AEE. No se trata de cambiar la norma relativa al pago 

de bono de Navidad de todos los empleados públicos, a partir de la 

vigencia de la Ley 66. Trata este caso de completar y pagar la liquidación 

de beneficios de un empleado retirado antes de entrar en vigor la Ley 66 y 

que a la fecha de su retiro ya tenía derecho al bono de Navidad de 2014, 

por el monto establecido por la legislación anterior (Ley 34) y por el 

Manual de la agencia que regía las relaciones laborales con su 
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empleados, aunque se retrasara la entrega de ese pago en virtud de esa 

misma legislación.   

Cómo la AEE va a realizar el pago de esa sentencia es cosa 

distinta al derecho del señor Carrasquillo a reclamar y recibir la cuantía 

total adeudada por concepto del bono de Navidad ya devengado al 

momento de su retiro. Hay una diferencia clara entre la falta de autoridad 

en ley para rebajar la cuantía del bono de Navidad, ya devengada antes 

de entrar en vigor la Ley 66, y el modo como esa cuantía se pagará por el 

Estado como parte perdidosa en este pleito. Esa última es otra cuestión 

jurídica que no está planteada en esta ocasión. No podemos confundir 

esas dos cosas.  

Resolvemos que la Ley 66-2014 no aplica de manera retroactiva al 

reclamo del bono de Navidad ya devengado por el señor Carrasquillo al 

momento de su retiro en junio de 2014. Esta sentencia tiene este alcance 

específico y limitado. No pasamos juicio en esta ocasión sobre los efectos 

retroactivos de la Ley 66 sobre otros beneficios laborales o circunstancias 

distintas a las planteadas en este caso.  

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la sentencia del 

Tribunal de Primera Instancia.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

    DIMARIE ALICEA LOZADA 
       Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 
 
 


